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COOPERATIVAS SOCIALES 


Funcionamiento 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 20 de marzo de 2006 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Eduardo Brenta. 


MIEMBROS: Señores Representantes Bertil R. Bentos, Juan José Bruno, Álvaro Delgado, María Eloísa 
Moreira y Gonzalo Mujica. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Pablo Pérez González. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Voy a hacer una serie de propuestas basadas en un material que el señor Diputado Bentos me envió y que yo 
reenvié a todos los miembros de la Comisión. 


Pediría a la Secretaría que tomara nota de estos cambios para hacer una especie de comparativo con las 
propuestas de modificación para los diferentes artículos. 


En el literal B) del artículo 3” figura la expresión: "el carácter gratuito del desempeño". El Diputado Bentos 
considera que debería modificarse la expresión 'el carácter gratuito del desempeño...' por 'el carácter 
honorario del desempeño' aunque, según afirma, esto no es fundamental ni reviste trascendencia jurídica. Yo 
hice una consulta y me parece que cualquiera de las dos expresiones es clara. 


En el segundo párrafo la propuesta del Diputado Bentos dice: "En lugar de 'sin perjuicio de las 
compensaciones económicas' la expresión que parecería más correcta sería 'sin perjuicio de la restitución de 
los gastos...', atento a la naturaleza de mera 'devolución' de los gastos en que ha incurrido el directivo y a que 
esta partida no tiene carácter 'compensatorio' en ningún caso". Creo que esto es absolutamente adecuado, por 
lo cual en el literal B), luego de donde expresa "sin perjuicio de" debería eliminarse "las compensaciones 
económicas procedentes de los" y quedaría "sin perjuicio de la restitución de los gastos". Si estuviéramos de 
acuerdo, este literal podría modificarse de esa forma. 


En cuanto al literal D) del artículo 3”, estaríamos proponiendo eliminar la parte que dice "ciento cincuenta 
por ciento de". Esto tiene que ver con las retribuciones de los socios trabajadores y de los trabajadores no 


socios. Por tanto, el literal diría: "[...] no podrán superar las retribuciones que, en función de la actividad y 
categoría profesional, establezca el convenio colectivo aplicable del ramo o el que guarde mayor analogía". 
Desde nuestro punto de vista, el fundamento de esto tiene que ver con que en realidad estamos promoviendo 
cooperativas para sectores que, básicamente, provienen de zonas de exclusión, de pobreza y demás, que están 
exoneradas de todo tributo, incluido-como quedó claro a partir de la visita de la Ministra-el aporte al seguro 
de enfermedad, aunque van a tener el beneficio correspondiente. Por tanto, si esta cooperativa posibilita 
generar recursos como para tener una retribución mayor al laudo, en realidad debería pasar a un régimen de 
cooperativa de trabajo común y corriente, y tener las exoneraciones y aportes que correspondan. 


Entonces, reitero que estaríamos proponiendo eliminar del literal D) la expresión "ciento cincuenta por ciento 
de", con lo que las retribuciones quedarían acotadas a lo que "establezca el convenio colectivo aplicable del 
ramo o el que guarde mayor analogía". 


Quisiera hacer un paréntesis, porque surge una duda en cuanto al tema de la eventual contratación de 
personal técnico para la cooperativa. La persona que consulté opina que en este caso regirían los honorarios 
profesionales que correspondieren. 


SEÑOR BRUNO.- Entiendo que cuando se hace referencia a ese porcentaje, se alude a los beneficios 
que pueden tener los socios cooperativistas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; se refiere a los dos porque el literal D) dice: "Las retribuciones de los 
socios trabajadores y de los trabajadores no socios". Podemos dejar entre paréntesis este aspecto, pero 
si la interpretación es que en el caso de contratarse profesionales que asistan técnicamente a la 
cooperativa, el monto máximo serían los honorarios, creo que el artículo quedaría bien tal como está 
redactado. Me parece que esa es la interpretación lógica, pero dejo sentada la duda. 


El último inciso del artículo 3* dice: "El incumplimiento de cualesquiera de los anteriores requisitos 
determinará la pérdida de la calificación de cooperativa social". En función de lo planteado por el Diputado 
Bentos propondríamos su eliminación porque los literales A) y B) son previos a la conformación de la 
cooperativa. Ese es el fundamento que planteaba el Diputado Bentos a través de la nota y es absolutamente 
cierto. En realidad los literales A) y B) no pueden incumplirse porque son un paso previo y de no ser así no 
permitirían conformar la cooperativa. Por tanto, estaríamos proponiendo la siguiente sustitución: "El 
incumplimiento de los requisitos establecidos en los literales A) y B) impedirá la calificación de cooperativas 
sociales y el incumplimiento del requisito establecido en el literal D)"-que tiene que ver con las 
retribuciones- "determinará la pérdida de tal calificación". 


En el artículo 4? se hace referencia a los socios menores de edad o incapaces. No voy a leer todo el 
planteamiento del Diputado Bentos, que hace referencia a cuestiones jurídicas con respecto a las venias 
judiciales que deben tener de los padres, tutores y curadores, pero propondríamos que el primer 

inciso quedara redactado de la siguiente manera: "Podrán ser socios las personas físicas mayores de edad, y 
las personas menores de edad o incapaces por medio de sus representantes legales, ya sean los padres, tutores 
o curadores, no requiriéndose en ningún caso autorización judicial". A la vez, agregaríamos un segundo 
inciso que dijera: "En el caso de que todos los miembros de la cooperativa sean menores de edad o incapaces, 
la administración y representación de la cooperativa se ejercerá por medio de los representantes legales de las 
personas que sean designadas para ello", es decir, para ejercer la dirección. Estamos refiriéndonos a 
cuestiones muy puntuales, pero tienen que quedar claramente establecidas. 


Hace pocos días algunos directivos de CUDECOOP nos comentaban que ya existen cooperativas de estas 
características. 


Voy a leer el planteamiento del Diputado Bentos con respecto al artículo 5%. Dice: "Se aprecia que el control 
del Ministerio de Desarrollo Social podría cumplirse en forma de 'autorización para funcionar", es decir que 
sería posterior a la inscripción de los Estatutos en el Registro y este se encargaría del control de legalidad. De 
este modo se adecua el proceso de constitución de estas cooperativas a la Ley 16.156: primero se obtiene la 
personería jurídica con la inscripción registral y luego 'A los efectos de funcionamiento...' (según Art. 3% Ley 
16.156), se solicita autorización para funcionar al MIDES. Del modo previsto no se crearían procedimientos 
distintos de obtención de personería jurídica según la modalidad de cooperativa de que se trate". 


Entiendo lo que se plantea, pero no me parece que este sea un argumento que implique modificar el 
mecanismo, aunque podríamos discutirlo. Sin embargo, voy a proponer otra modificación. Cuando el 
artículo 5” refiere al cumplimiento de los requisitos alude al cumplimiento de "los requisitos previstos en el 
artículo 3* de esta ley", y en realidad aquí también debería incluirse el artículo 4* de la ley, que analizamos 
con anterioridad. En realidad no veo como una dificultad el control previo o la autorización para funcionar 
del Ministerio de Desarrollo Social. 


SEÑOR BENTOS.- En ese sentido el espíritu de esta propuesta responde al hecho de que con este 
control se estarían ampliando las facultades del Ministerio de Desarrollo Social, al dar autorización sin 
que se hayan realizado los trámites de inscripción previos de las personerías jurídicas que tienen que 
registrarse. 


SEÑOR BRUNO.- En ese caso, deberíamos ver si hay voluntad política y discutirlo un poco más, 
porque es una facultad que se le amplía al Ministerio de Desarrollo Social. Si así fuere, creo que la 
cooperativa debería tener un plazo para poder tener todos sus registros en forma. Es verdad que 
ninguna cooperativa va primero a gestionar su personería jurídica, sino que sus integrantes se juntan 
formando un grupo humano, y si pueden funcionar, si se entienden, formalizan su situación, por lo que 
por ese lado lo propuesto es atendible. Pero el tema es establecer un plazo determinado en el que el 
Ministerio haga su control a los efectos de que ese grupo presente su registro como corresponde. Eso 
sería lo positivo. Lo negativo sería pensar hasta dónde el Ministerio puede autorizar y no 
desentenderse de la situación haciendo que la cooperativa no pueda actuar porque no se registra 
formalmente. 


SEÑOR DELGADO.- Aprovechando que estamos discutiendo el artículo 5”, quería introducir algunas 
propuestas que me parece que complementan lo que está establecido en el proyecto que viene del Poder 
Ejecutivo. Repartí dos posibles aditivos al artículo 5”. Uno tiene que ver con los plazos en los cuales el 
MIDES debería expedirse, lo que no está establecido en el proyecto de ley. Habría que establecer un 
plazo en el que el Ministerio debería expedirse en función de la facultad que le dan los artículos 1” y 3” 
del presente proyecto. 


En segundo lugar, según lo que estuvimos averiguando, si bien el MIDES es quien va a tener el registro, nos 
parece importante que sea vinculante o que se busque la opinión del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, que es el que está elaborando los planes de empleo a través de la Dirección Nacional de Empleo. 
Además, debo recalcar que en esa órbita funciona la Junta Nacional de Empleo y ellos están 
permanentemente monitoreando la demanda y oferta de trabajo, a través de observatorios de mercado de 
trabajo. Me parece que si estas van a ser cooperativas de trabajo, en su creación, su posterior seguimiento, 
seguimiento de impacto, en el empleo y demás, debería tener algún tipo de intervención el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


Vinculado al mismo artículo quiero decir que si bien la exposición de motivos hace referencia a cuál es la 
normativa habitual que regula el funcionamiento y control del régimen cooperativo, hacemos la propuesta de 
que quien evalúe y controle el funcionamiento de las cooperativas -tal como establece la ley- sea la Auditoría 
Interna de la Nación. Si bien se hacen referencias a ello en la exposición de motivos, quizá sea bueno 
incluirlo a texto expreso en este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La redacción del literal A) me parece bien; habría que conversar con la gente 
del Ministerio de Desarrollo Social para ver si el plazo puede ser de diez días o si ello generaría una 
especie de cuello de botella. Pero me parece bien establecer un plazo; en general, considero que es un 
buen criterio que la Administración Pública tenga un plazo para expedirse sobre las cosas. Podríamos 
consultar respecto a lo razonable del plazo. 


Con respecto al tema de la Auditoría Interna de la Nación, hice unas consultas porque ya me lo habían 
planteado. En realidad, lo que recogí como opinión es que, en primer lugar, el proyecto establece que las 
cooperativas sociales son un subtipo -digamos- de las cooperativas de trabajo y, por lo tanto, están reguladas 
por la misma normativa. Por otra parte, en los artículos 190 al 193 de la Ley N” 16.736, de 5 de enero de 
1996, se establecen las bases para el actual régimen de contralor y fiscalización de las cooperativas. No tengo 
inconveniente en que se diga a texto expreso, pero en el artículo 2” del proyecto, "Legislación aplicable", se 


hace referencia a un conjunto de leyes que rigen en la materia y, entre otras, se hace referencia explícitamente 
al control de la Auditoría Interna de la Nación. Consulté sobre esto porque era una preocupación de otros 
compañeros que me lo plantearon de manera informal. 


En principio, comparto la idea de establecer un plazo al Ministerio de Desarrollo Social, y haríamos una 
consulta sobre el particular. 


Me preocupa más el tema de la coordinación con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, lo que también 
plantearon varios compañeros de la Comisión. Me da la impresión de que es una preocupación que todos 
tenemos, fundamentalmente con relación al seguimiento, al desarrollo de estas cooperativas una vez puestas 
en marcha. 


Tengo la percepción -muy subjetiva, no tengo ningún elemento diferente a los que la señora Ministra hizo 
públicos aquí- de que va a darse un proceso, no diría explosivo, pero de conformación de muchas 
cooperativas de estas características. En ese sentido, me parece que nosotros deberíamos establecer 
mecanismos de seguimiento -no me queda claro hasta dónde lo debería establecer la ley o la reglamentación, 
pero lo podemos conversar con las autoridades-, de apoyatura técnica y de capacitación. La semana pasada, 
CUDECOOP planteó la misma dificultad, porque no debemos estar promoviendo y generando 
emprendimientos de carácter cooperativo que, en realidad, se constituyan en frustraciones en breve plazo. Me 
parece que esa es la principal preocupación, dado que experiencias de fracaso hay muchas, lamentablemente. 


Por lo tanto, me parece bien hacer una última consulta con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y ver 
cuál es el mecanismo para que estos emprendimientos cuenten con la autorización previa del Ministerio de 
Desarrollo Social para que efectivamente atiendan a la población a la que queremos llegar, tengan todos los 
controles que correspondan por parte de los distintos organismos públicos, cuenten con capacitación y demás, 
más allá de lo que la señora Ministra de Desarrollo Social nos comentó con respecto a la gestión. La 
población objetivo de este proyecto carece, en muchos casos, hasta de cultura de trabajo. Este es un desafío 
muy grande. 


SEÑOR DELGADO.- Coincidiendo con el señor Presidente, creo que el cuello de botella en este 
proyecto, más allá de las intenciones, es la gestión. Seguramente, esto va a entusiasmar a muchas 
personas, pero, quizás porque no tuvieron la adecuada formación, no tengan la suficiente capacidad 
como para poder juntarse y armar una cooperativa de trabajo y gestionarla. No debemos olvidar que 
van a ser empresas, con las particularidades del caso. 


En ese sentido, cuando vino la señora Ministra preguntamos sobre la asistencia técnica y sobre algunos 
proyectos de apoyo a este tipo de emprendimiento que puedan estar financiados por la Junta Nacional de 
Empleo; inclusive, nos consta que en muchos casos la Junta financia técnicos para realizar asesoramientos en 
emprendimientos productivos o laborales, y hay experiencia variada en ello. Habíamos quedado en hacer una 
consulta al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sobre este tema, pero quizás ahora la consulta sea más 
grande; quizás, ahora no solo se deba consultar sobre la Junta Nacional de Empleo, sobre el apoyo a este tipo 
de emprendimiento, sino también sobre la opinión del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en cuanto a 
su participación, a cómo debe participar esa Cartera y, particularmente, la División Empleo, en este tipo de 
instrumentos, y qué puede aportar para una eventual coordinación con el MIDES. Creo que sería importante 
ampliar la consulta y que la Comisión reciba esa información. 


SEÑOR BENTOS.- Voy a recurrir a la buena memoria de los compañeros de la Comisión. 


Si no recuerdo mal, cuando estuvo la señora Ministra, adelantó que en la órbita del Ministerio iba a funcionar 
una unidad en torno a este tema. Recuerdo que manifestó algo en ese sentido. Si así no fuera, creo que sería 
conveniente sugerir, precisamente para el seguimiento de estos emprendimientos de los que estamos 
hablando, que funcione en la órbita del Ministerio de Desarrollo Social una unidad tendiente a mejorar la 
calidad de los participantes de las cooperativas sociales y para ilustrar convenientemente sobre el 
funcionamiento que debe tener este tipo de cooperativa. De esta manera, estaríamos ganando terreno en 
cuanto a la participación de la gente, accediendo a conocimientos y al funcionamiento de este tipo de 
cooperativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La señora Ministra vino acompañada, entre otros, por el señor Christian 
Mirza -ahora estamos buscando su área de Dirección en el Ministerio-, quien tiene una experiencia 
muy grande -especialmente en la Intendencia Municipal de Montevideo- en trabajos con micro 
empresas, pequeños emprendimientos, movimientos cooperativos y en el área de la economía social. 
Creo que este es uno de los lugares desde donde va a provenir este asesoramiento. De todos modos, esto 
no contradice la posibilidad de que haya otro nivel de apoyos que puedan generarse a partir -como fue 
planteado en la Comisión- de recursos de la Junta Nacional de Empleo. 


El señor Diputado Blasina -quien quedó encargado de hacer un contacto sobre este tema- me comentó que, en 
realidad, las autoridades de la Junta Nacional de Empleo no habían estado vinculadas al desarrollo de este 
proyecto de ley, pero que tenían voluntad de colaborar. 


Propongo establecer un contacto para la próxima reunión, a efectos de dilucidar si existe algún mecanismo o 
forma a través de la cual el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la Junta Nacional de Empleo puedan 
aportar en esta área. Eventualmente, podríamos considerar la posibilidad de que esto deba quedar plasmado 
en la ley. Algunas de las cuestiones que hemos discutido aquí refieren más a la reglamentación que a la ley. 
Podríamos darnos un plazo de una semana más para incorporar algunas modificaciones que se acercaron hoy 
y considerar la posibilidad de invitar al Ministro. De esta manera, dejaríamos cerrado el proyecto y 
adelantaríamos buena parte del trabajo del Senado. 


Por último, tenemos una propuesta del señor Diputado Mujica respecto al artículo 6”. 


SEÑOR MUJICA.- En ocasión de la visita de la señora Ministra de Desarrollo Social para presentar 
este proyecto, le planteé mi preocupación sobre el problema de asegurar el mercado para este tipo de 
cooperativas. Podemos estar creando una figura jurídica o un sistema de asesorías y de formación, 
pero si a esta gente la dejamos librada a sus posibilidades de competir en un mercado como el nuestro, 
soy bastante pesimista respecto al éxito de estas cooperativas. Pienso que el Estado debe asegurar de 
alguna manera un mercado que les permita sobrevivir, mientras están en la condición de cooperativa 
social. 


En tal sentido, también quiero decir que actualmente en Europa -donde se han desarrollado más las 
cooperativas de este tipo- la tendencia al fomento que da el Estado va cada vez menos por la exoneración 
impositiva y cada vez más por la inclusión de las cooperativas de este tipo dentro de los programas de 
producción en distintas áreas, generalmente servicios y compra de algunos productos. 


Es por esto que proponemos un aditivo al artículo 6%. En su literal A) establecemos que en toda licitación de 
productos o de servicios en los cuales existan cooperativas sociales que los produzcan, en licitaciones a 
realizarse, no por cualquier organismo del Estado sino por los Ministerios que integran el Gabinete social, 
incluido el de Transporte y Obras Públicas y los Gobiernos Departamentales, quedan autorizados a comprar a 
las cooperativas hasta un total equivalente por el monto fijado para las licitaciones abreviadas. El saldo es el 
objeto específico de la licitación. En el caso de que exista más de una cooperativa social que pueda ofrecer 
ese bien o servicio, se aplicaría el procedimiento establecido en el TOCAF para las licitaciones abreviadas. 
Pero se hace el agregado de que aun habiendo una sola oferta, deberá expedirse la Comisión Asesora de 
Adjudicaciones en relación al precio y la calidad de la oferta. 


Esto es a los efectos de que el Estado no quede rehén de cooperativas sociales que oferten por encima del 
precio de mercado o por debajo de la calidad promedio de mercado. 


En el literal B) establecemos que el Ministerio de Desarrollo Social -que va a calificar a estas cooperativas 
sociales-, en caso de licitación de los organismos que se detallan en el literal A), comunique al organismo la 
existencia de cooperativas sociales que produzcan los bienes o servicios a ser licitados a los efectos de que 
pueda hacer la opción por la compra por el monto autorizado. 


El último literal lo establecemos porque en el numeral 4 del artículo 43 del TOCAF, donde se especifican 
cuáles son las personas jurídicas o físicas que no pueden contratar con el Estado, se habla de aquellas que 
carecen de habitualidad en el comercio o industria del ramo a que corresponde el contrato, salvo por tratarse 
de firmas o de empresas nuevas que demuestren solvencia y responsabilidad. Esto nos pareció importante 
para evitar algún recurso, puesto que los abogados tienen una capacidad muy grande para ampararse en 


alguna posibilidad que les deje la norma. Por tanto, pretendemos que se considere a las cooperativas sociales 
como que cumplen los requisitos establecidos en el numeral 4 del artículo 43 del TOCAF, para que no sean 
inhabilitadas por algún recurso y sean tenidas en cuenta para las compras. Este es un elemento programático. 


Me parece que el centro de la propuesta está en el literal A). Queremos autorizar a que algunos organismos 
del Estado puedan hacer compras por montos importantes a estas cooperativas y establecer los mecanismos 
correspondientes. Naturalmente que además tienen la posibilidad de la compra directa -establecida en el 
TOCAF-, pero por un monto muy menor. De esta manera, ampliamos el abanico de mercado de estas 
cooperativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propondría hacer un cuadro comparativo a los efectos de ir avanzando. En la 
primera columna tendría que figurar el proyecto original; en la segunda, las modificaciones que 
presentamos hoy a partir de la propuesta del señor Diputado Bentos, que es de recibo -de hecho, está 
semi aprobada-, y en la última columna incorporaríamos las propuestas de los señores Diputados 
Delgado y Mujica. 


Simultáneamente, me comprometo a consultar el tema relativo al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. A 
su vez, me hago responsable de evaluar con el Ministerio, a partir de la propuesta del señor Diputado 
Delgado, cuál es el "plazo razonable" -entre comillas- que la ley podría incluir. De pronto, la semana próxima 
podríamos avanzar en buena parte del proyecto, salvo en el planteo del señor Diputado Mujica respecto al 
mecanismo, que es lo más grueso, y que va a requerir de consultas y de debates en la Comisión. 


Si todos estamos de acuerdo, nos volvemos a reunir el próximo lunes a la hora 15. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


